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Providencia:                              
Sentencia del 13 de diciembre de 2017
Radicación Nro.


66001-31-05-004-2017-00017-01

Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Juan de Jesús Castaño Salazar 
Demandados:


Municipio de Pereira
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             Juzgado Cuarto Laboral del Circuito
Tema:



EL CONTRATO DE TRABAJO EN LOS TRABAJADORES OFICIALES. - Ahora bien, en la citada documental obra certificación emitida por la EST Sumar y Servitemporales S.A.S. en la que se informa que el señor Castaño Salazar prestó sus servicios como trabajador en misión en la Alcaldía de Pereira entre el 21 de abril de 2009 a 22 de noviembre de 2009, 24 de noviembre de 2009 a 29 de diciembre de 2009, 5 de octubre de 2010 a 31 de octubre de 2010, 11 de marzo de 2011 a 19 de noviembre de 2011 y 2 de diciembre de 2011 a 30 de diciembre de 2011; desempeñándose en el cargo de obrero.

Así las cosas, demostrada como se encuentra la prestación personal del servicio durante esos periodos a favor del Municipio de Pereira, le correspondía al ente territorial demostrar que los mismos se habían dado con ocasión de una de las tres situaciones previstas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, esto es, que se trataba de actividades ocasionales, accidentales o transitorias; que fuera para reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por enfermedad o maternidad; o para atender incrementos en la producción, transporte, venta de productos o mercancías; sin embargo, no hizo ningún esfuerzo en ese sentido, motivo por el que se entiende que durante esos periodos quien fungió como verdadero empleador fue el Municipio de Pereira, motivo por el que hay lugar a declarar la existencia de esos contratos de trabajo.

Ahora, como el Municipio de Pereira presentó la excepción de prescripción, todos los derechos laborales que se generaron en esos contratos de trabajo, se encuentran cobijados por ese fenómeno jurídico, en consideración a que la reclamación administrativa fue presentada el 20 de abril de 2016 –fls.61 a 66-, por lo que todos los derechos causados con anterioridad al 20 de abril de 2013 y no con anterioridad al 15 de marzo de 2013 como lo determinó la a quo, se encuentran prescritos.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, trece de diciembre de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 20 de junio de 2017, así como el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve el señor JUAN DE JESÚS CASTAÑO SALAZAR en contra del MUNICIPIO DE PEREIRA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2017-00017-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Juan de Jesús Castaño Salazar que la justicia laboral declare que entre él y el Municipio de Pereira existió un contrato de trabajo entre el 1º de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2015 y que como beneficiario de la convención colectiva de trabajo se condene al ente territorial a reconocer y pagar las cesantías, primas de navidad, vacaciones, primas de vacaciones, compensar lo que se pagó por aportes a la seguridad social, las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., la diferencia salarial, el auxilio de transporte, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios como ayudante de obra a favor del Municipio de Pereira entre el 20 de enero de 2008 y el 30 de diciembre de 2015, mediante sucesivos contratos de prestación de servicios; esos servicios eran prestados en parques, escuelas, vías, etc.; el horario que le fue impuesto era de lunes a domingo desde las 7:00 am a 4:30 pm; el último salario devengado fue de $1.250.000, el cual es inferior al que percibe un trabajador oficial con las mismas funciones; para desarrollar esas funciones fue contratado también por medio de terceros; no se le cancelaron prestaciones sociales; el 20 de abril de 2016 elevó reclamación administrativa, la cual no fue respondida por el Municipio de Pereira; el ente territorial cuenta con un sindicato de trabajadores con el que ha suscrito convenciones colectivas de las cuales es beneficiario.
Al contestar la demanda –fls.71 a 81- el Municipio de Pereira aceptó que el señor Juan de Jesús Castaño Salazar prestó sus servicios a favor del ente territorial, pero no bajo los presupuestos de un contrato de trabajo y adicionalmente esos servicios fueron prestados de manera interrumpida. Aceptó también la reclamación administrativa presentada por el actor y el hecho de no habérsele dado respuesta. Se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de violación de normas superiores invocadas”, “Inexistencia de relación laboral y reconocimiento de prestaciones sociales”, “Prescripción del derecho”, “Inexistencia de la supremacía de la realidad”, “Falta de causa, inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “Exclusión de relación laboral”, “Buena fe”, “Inexistencia de igualdad” y “Genérica”.
En sentencia de 20 de junio de 2017, la funcionaria de primer grado estableció que entre el señor Juan de Jesús Castaño Salazar y el Municipio existieron varios contratos de trabajo entre el 21 de abril de 2009 y el 30 de diciembre de 2015, estando prescritos todos los derechos causados durante aquellos contratos que se presentaron con anterioridad al 15 de marzo de 2013; motivo por el que condenó al ente territorial a cancelar por concepto de diferencia salarial, cesantías, intereses a las cesantías, prima de vacaciones, vacaciones, prima de navidad y prima de servicios, la suma de $27.357.813,41, por los contratos de trabajo que se presentaron entre 15 de marzo de 2013 y el 14 de julio de 2013, 24 de enero de 2014 y 31 de diciembre de 2014 y 5 de febrero de 2015 a 30 de diciembre de 2015.
Explicó que las prestaciones sociales se concedieron de conformidad con la Ley, en consideración  a que al proceso no fue aportada la convención colectiva de trabajo de la cual quería derivar la obtención de beneficios prestacionales el señor Juan de Jesús Castaño Salazar.
Absolvió a la entidad accionada de la sanción moratoria prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, debido a que los tres contratos de trabajo fueron finalizados antes de las fechas en las que era obligación del demandado realizar la consignación al fondo que estuviere afiliado el actor.

En cuanto a la sanción moratoria solicitada con base en el artículo 65 del C.S.T., manifestó que no había lugar a la misma, por cuanto esa norma no es la que regula ese tipo de sanción en el sector público.

Negó el reembolso de los aportes al sistema general de pensiones, porque al revisar la historia laboral del actor, encontró que no hizo cotizaciones después del año 2010, en consideración a que ya se había desafiliado de ese sistema cuando se le reconoció la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.

Inconformes con la decisión, las partes interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La parte actora expresó que su disconformidad estaba relacionada únicamente con la absolución de la entidad demandada a reconocer y pagar la sanción moratoria por no pago de salarios y prestaciones sociales, pues si bien equivocadamente se peticionó teniendo como base lo presupuestado en el artículo 65 del C.S.T., lo cierto es que ese tipo omisiones también acarrea una sanción de la misma índole a favor de los trabajadores del sector público, la cual está prevista en el Decreto 797 de 1949.

Por su parte el Municipio de Pereira expresó que no hay lugar a declarar la existencia de varios contratos de trabajo, en consideración a que no se dan los presupuestos legales para ello, motivo por el que solicita que se exonere al ente territorial de las pretensiones de la demanda.

Al haber resultado condenado el Municipio de Pereira, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los intervinientes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
¿Quedó demostrado que entre el señor Juan de Jesús Castaño Salazar y el Municipio de Pereira existieron varios contratos de trabajo entre el 21 de abril de 2009 y el 30 de diciembre de 2015?

¿Hay lugar a condenar a la sanción moratoria prevista en el Decreto 797 de 1949 cuando la solicitud se hizo con base en el artículo 65 del C.S.T.?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. EL CONTRATO DE TRABAJO EN LOS TRABAJADORES OFICIALES

Establece el artículo 2º del Decreto 2127 de 1945 por medio del cual se reglamentó la Ley 6ª de 1945, que para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran tres elementos a saber: i) La actividad personal del trabajador realizada por sí mismo, ii) La dependencia del trabajador respecto del patrono, la cual otorga a éste la facultad de imponerle un reglamento, darle órdenes y revisar su cumplimiento, la cual debe ser prolongada, y no instantánea, ni simplemente ocasional, y, iii) El salario como retribución al servicio.

De acuerdo con lo señalado precedentemente, prevé el artículo 3º de ese cuerpo normativo, que el contrato de trabajo no deja de serlo por virtud del nombre que se le dé, ni de las condiciones peculiares del patrono, ni de las modalidades de la labor, ni del tiempo que en su ejecución se invierta, ni del sitio donde se realice así sea el domicilio del trabajador, ni de la naturaleza de la remuneración, ni del sistema de pago u otras circunstancias cualquiera. 
2. DEBER DEL JUEZ DE APLICAR LA LEY QUE CORRESPONDE

En el actual estado de la jurisprudencia nacional tiene más fuerza que nunca la afirmación referente a que constituye un deber del juez desentrañar el sentido de las peticiones de las partes, dejando a un lado aspectos formales de los que se pueda prescindir sin cambiar el sentido de las mismas, con el propósito de cumplir la función que le es propia, que no es otra que aplicar la ley que corresponde al caso concreto.
Pero preciso resulta resaltar que el cumplimiento de tal deber, que va de la mano con la prevalencia de lo sustancial sobre lo formal ordenada por el artículo 228 constitucional, no puede llegar hasta el extremo de cambiar en lo esencial las manifestaciones o peticiones de las partes, limitándose por tanto la actividad del juez en estas situaciones a dar el alcance que emana de ellas, sin cambiar el sentido o fondo del asunto y sin vulnerar el derecho de defensa de la contraparte. 
EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Juan de Jesús Castaño Salazar que prestó sus servicios a favor del Municipio de Pereira realizando diferentes actividades en instalaciones del ente territorial, como escuelas, vías, calles, parques, etc..

Para dar fe de la prestación del servicio, solicitó que fueran escuchados los testimonios de los señores Hugo González Ramírez y Luis Enrique Zapata Rivillas, quienes corroboraron que el señor Castaño Salazar prestó sus servicios, como ellos, a favor del Municipio de Pereira realizando las tareas descritas en la demanda; informaron que para llevar a cabo las tareas asignadas, les correspondía cumplir un horario de trabajo de lunes a sábados de 7:00 am a 4:00 pm; que esas labores eran supervisadas por un trabajador de planta de la secretaría de infraestructura de la Alcaldía de Pereira, quien les delimitaba los espacios en los que debían prestar el servicio y la correcta forma en la que debían de ejecutarlo; explicaron que hubo una época en la que dejaron de prestar esos servicios a favor del Municipio de Pereira, porque se vincularon a la Empresa de Aseo de Pereira S.A. ESP, pero que posteriormente volvieron a prestar sus servicios en favor del Municipio de Pereira; indicaron también, que en varias oportunidades fueron vinculados directamente por el Municipio, pero que en otras lo hicieron a través de terceros, con quienes realmente no tuvieron ninguna relación, pues siempre eran dirigidos por funcionarios de la secretaría de infraestructura.
En efecto, la situación descrita por los testigos frente a la prestación del servicio realizada por el señor Juan de Jesús Castaño Salazar, se evidencia en la documental visible a folios 23 a 30, 32 a 35 y 100 a 109 del expediente, tal y como pasa a explicarse.
De acuerdo con certificación emitida por la Empresa de Aseo de Pereira S.A. ESP, el señor Juan de Jesús Castaño Salazar prestó sus servicios mediante tres contratos de prestación de servicios, el primero entre el 1º de agosto de 2012 y el 31 de diciembre de 2012, el segundo desde el 18 de mayo de 2013 hasta el 17 de julio de 2013 y el tercero entre el 11 de septiembre de 2013 y el 10 de octubre de 2013.

Como dichos servicios no fueron prestados al Municipio de Pereira, sino a favor de la Empresa de Aseo de Pereira S.A. ESP, tal y como lo informaron los testigos, no hay lugar a realizar ningún análisis frente a la posibilidad de que los mismos hayan sido prestados realmente bajo los presupuestos de tres contratos de trabajo, en consideración a que la entidad demandada no fue la que se benefició de esos servicios; por lo que no le era dable a la funcionaria de primer grado declarar que esos contratos eran de índole laboral y mucho menos que los mismos se habían dado entre el accionante y el Municipio de Pereira.
Ahora bien, en la citada documental obra certificación emitida por la EST Sumar y Servitemporales S.A.S. en la que se informa que el señor Castaño Salazar prestó sus servicios como trabajador en misión en la Alcaldía de Pereira entre el 21 de abril de 2009 a 22 de noviembre de 2009, 24 de noviembre de 2009 a 29 de diciembre de 2009, 5 de octubre de 2010 a 31 de octubre de 2010, 11 de marzo de 2011 a 19 de noviembre de 2011 y 2 de diciembre de 2011 a 30 de diciembre de 2011; desempeñándose en el cargo de obrero.
Así las cosas, demostrada como se encuentra la prestación personal del servicio durante esos periodos a favor del Municipio de Pereira, le correspondía al ente territorial demostrar que los mismos se habían dado con ocasión de una de las tres situaciones previstas en el artículo 77 de la Ley 50 de 1990, esto es, que se trataba de actividades ocasionales, accidentales o transitorias; que fuera para reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por enfermedad o maternidad; o para atender incrementos en la producción, transporte, venta de productos o mercancías; sin embargo, no hizo ningún esfuerzo en ese sentido, motivo por el que se entiende que durante esos periodos quien fungió como verdadero empleador fue el Municipio de Pereira, motivo por el que hay lugar a declarar la existencia de esos contratos de trabajo.
Ahora, como el Municipio de Pereira presentó la excepción de prescripción, todos los derechos laborales que se generaron en esos contratos de trabajo, se encuentran cobijados por ese fenómeno jurídico, en consideración a que la reclamación administrativa fue presentada el 20 de abril de 2016 –fls.61 a 66-, por lo que todos los derechos causados con anterioridad al 20 de abril de 2013 y no con anterioridad al 15 de marzo de 2013 como lo determinó la a quo, se encuentran prescritos.
En cuanto a los contratos de prestación de servicios que suscribió directamente el señor Juan de Jesús Castaño Salazar con el Municipio de Pereira –fls.100 a 109- se evidencia que los periodos en los que el accionante prestó sus servicios en la secretaría de infraestructura de la Alcaldía de Pereira se dieron entre el 24 de enero de 2014 y el 31 de diciembre de 2014 y 5 de febrero de 2015 a 30 de diciembre de 2015.

Afirmó en su defensa el Municipio de Pereira, que esos servicios no fueron prestados bajo los presupuestos de sendos contratos de trabajo, pues no se dieron los elementos necesarios para ello; no obstante, contrario a lo expuesto por el ente territorial, en el proceso quedó demostrada, no solamente la prestación personal del servicio (única carga probatoria que le incumbía acreditar al actor), sino también que esos servicios los prestó bajo la continuada dependencia y subordinación del Municipio de Pereira, no solamente al imponerle un horario de trabajo que iba de lunes a sábado entre las 7:00 am y 4:00 pm, sino también, porque como lo relataron los testigos, las actividades realizadas por el señor Castaño Salazar eran dirigidas y supervisadas por un empleado de planta de la entidad demandada, quien definía el sector donde se prestaba el servicio y la forma en que tenían que realizar las actividades; motivos por los que se declarará la existencia de esos dos contratos de trabajo, frente a los cuales no ha operado el fenómeno de la prescripción.
Frente a los derechos laborales del trabajador a cargo del Municipio de Pereira, se procederá a liquidarlos conforme a lo establecido para los trabajadores oficiales en la Ley, tal y como lo determinó la falladora de primera instancia, sin que sea dable estudiar si el señor Castaño Salazar es beneficiario de la convención colectica de trabajo suscrita entre el ente territorial y el sindicato de sus trabajadores, la cual fue adosada en cd visible a folio 67 con la respectiva nota de depósito, debido a que la a quo equivocadamente señaló que no había posibilidad de hacer ese análisis porque la misma no había sido aportada a la demanda, sin embargo, como esa decisión no fue objeto de controversia por parte del accionante, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.

DIFERENCIA SALARIAL
En ese sentido, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia SL11267 de 2 de agosto de 2017 radicación Nº 47.842, manifestó que para acceder a este tipo de pretensiones, debe quedar demostrado en el proceso que la igualdad salarial frente al trabajador que se pide la nivelación debe estar justificada en referencia a la eficiencia, eficacia y efectividad de las labores desempeñadas, no obstante en este caso, más allá de que al plenario se haya traído certificación emitida por la Directora Administrativa de Talento Humano de la Alcaldía de Pereira en el que informa que la asignación básica mensual de un obrero en los años 2014 y 2015 era de $1.587.925 y $1.692.728 respectivamente, la verdad es que la parte actora no hizo ningún esfuerzo para demostrar que el señor Juan de Jesús Castaño Salazar realizaba las mismas labores de un empleado de planta, justificado en razones de eficiencia, eficacia y efectividad, pues únicamente se limitó a afirmar en la demanda –fls.3 a 22- que el salario devengado era inferior al que percibía un trabajador oficial de la secretaría de infraestructura; dependencia en la que dicho sea de paso advertir, prestan servicios pluralidad de trabajadores oficiales con diferentes actividades a desarrollar con el objeto de “Asegurar la movilidad peatonal y vehicular en la ciudad y la conexión vial entre el área urbana y el área rural de Municipio; así mismo asegurar que los establecimientos educativos y públicos y los edificios públicos permanezcan en condiciones físicas de cumplir con la operación para el cual fueron construidos así como la construcción, reposición y mantenimiento de la malla e infraestructura vial y física del Municipio incluyendo parques, zonas de recreación y escenarios deportivos y puestos de Salud.”, como se ve en la página web de esa dependencia municipal.
De allí que no haya lugar a reconocer la diferencia salarial solicitada.
AUXILIO DE CESANTÍAS

Establece el artículo 4º del Decreto 1919 de 2002, que el régimen de prestaciones mínimas a los trabajadores oficiales vinculados a las entidades de que trata ese Decreto, dentro de los que se encuentran los trabajadores del nivel Municipal, será el consagrado para los empleados públicos de la rama ejecutiva del orden nacional; motivo por el que el accionante tiene derecho a que se le reconozca y liquide por este concepto, 30 días de salario por cada año de servicios prestados o proporcionalmente por fracción, de conformidad con lo expresado en los artículos 27 del Decreto 3118 de 1968 , 6º del Decreto 1160 de 1947 y 13 de la Ley 344 de 1996; así como el artículo 17, literal a), de la Ley 6ª de 1945.
Así las cosas, tiene derecho el accionante a percibir por esta prestación la suma de $2.062.055.
INTERESES A LAS CESANTÍAS

No hay lugar al reconocimiento de esta prestación, pues si bien el artículo 33 del Decreto 3118 de 1968 modificado por el artículo 3º de la Ley 41 de 1975 consagra la prestación a favor de los trabajadores oficiales, no es menos cierto que la misma está a cargo del Fondo Nacional del Ahorro y no de los empleadores; como lo ha manifestado la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 17 de mayo de 2004 radicación Nº 22.357, 18 de noviembre de 2004 radicación Nº 23.097 y más recientemente el 14 de agosto de 2012 radicación Nº 41.522 esta última con ponencia del Magistrado Carlos Ernesto Molina Monsalve. 

Por ello se exonerará al Municipio de Pereira del pago de los intereses a las cesantías.

PRIMA DE NAVIDAD

Según lo dispuesto en los artículos 11 del Decreto 3135 de 1968 y 51 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, tiene derecho el accionante a que se le reconozca por este concepto la suma de $2.062.055.
VACACIONES

De acuerdo con lo señalado en los artículos 8º del Decreto 3135 de 1968, y 47 y 48 del Decreto Reglamentario 1848 de 1969, tiene derecho el señor Juan de Jesús Castaño Salazar a que se le reconozca la suma de $1.031.028.

PRIMA DE VACACIONES

Conforme con lo establecido en los artículos 5º y 24 del Decreto 1045 de 1978, tiene derecho el actor a que se le reconozca por ese concepto la suma de $1.031.028.
PRIMA DE SERVICIOS 

Si bien el artículo 58 del Decreto 1042 de 1978 establece una prima anual de servicios a favor de los funcionarios a quienes se les aplica ese Decreto, no es menos cierto que de la lectura de los artículos 1º y siguientes de ese cuerpo normativo se infiere que esa prestación económica se reconoce a los empleados públicos y no a los trabajadores oficiales; razón por la que no tiene derecho el actor a que se le reconozca suma alguna por ese concepto.

Conforme con los cálculos efectuados, se le adeuda en total al señor Juan de Jesús Castaño Salazar por los conceptos relacionados previamente, la suma de $6.186.166 y no la suma de $27.357.813,41 fijada en el curso de la primera instancia.
SANCIÓN MORATORIA 
En lo que concierne a la sanción moratoria solicitada por la parte actora, cierto es que al iniciar la acción laboral, el señor Castaño Salazar solicitó que al no habérsele cancelado debidamente los salarios y prestaciones sociales, se le cancelara la indemnización prevista en el artículo 65 del C.S.T., situación ésta última que no daba lugar a que la sentenciadora de primer grado se abstuviera de estudiar si era procedente condenar al Municipio de Pereira a reconocer la sanción moratoria por falta de pago de los salarios y prestaciones sociales, que para el caso de los trabajadores del sector público se encuentra prevista en el Decreto 797 de 1949, pues como lo recordó la Sala de Casación Laboral en sentencia SL17741 de 11 de noviembre de 2015 radicación Nº 41927 con ponencia del Magistrado Luis Gabriel Miranda Buelvas, de acuerdo con el principio universal que rige la estructura dialéctica del proceso ‘Venite ad factum. Iura novit curiae’, le corresponde al juez determinar el derecho que gobierna el caso, aun con prescindencia del que haya sido invocado por las partes, por ser él “…el llamado a subsumir o adecuar los hechos acreditados en el proceso a los supuestos de hecho de la norma que los prevé para de esa manera resolver el conflicto.”.
Bajo ese panorama y al haberse expuesto por parte del actor el hecho de que se le debía cancelar la sanción moratoria por adeudársele salarios y prestaciones sociales, era deber de la funcionaria de primera instancia determinar que la norma que se adecúa a ese pedido en este caso es el Decreto 797 de 1949, y en consecuencia hacer el correspondiente análisis de si tenía o no derecho a la misma; estudio que al no haberse realizado en ese momento, corresponde hacerlo a la Sala de la siguiente manera.
Acreditado se encuentra que el Municipio de Pereira le adeuda al señor Juan de Jesús Castaño Salazar sumas de dinero correspondientes a salarios y prestaciones sociales, lo que trae como consecuencia que se abra la posibilidad de que se le condene a cancelar la sanción correspondiente a un día de salario por cada día de retardo en el pago de las obligaciones, a menos que, como lo ha sostenido reiteradamente la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, la entidad accionada acredite que esa omisión tuvo ocurrencia en conductas que puedan ser ubicadas en el plano de la buena fe; no obstante, en este proceso el Municipio de Pereira no trajo prueba alguna que pudieran llevar a esta Corporación a concluir que su comportamiento estuvo revestido de buena fe, motivo por el que habrá de fulminarse condene en contra de esa entidad por dicho concepto.
Así las cosas, como el señor Juan de Jesús Castaño Salazar para el momento en que finalizó el contrato de trabajo devengaba mensualmente la suma de $1.140.000, se condenará al Municipio de Pereira a que reconozca y pague a partir del 1º de enero de 2016 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, la suma diaria de $38.000.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales primero, segundo y cuarto de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, y posteriormente se adicionará en el sentido de condenar al Municipio de Pereira a reconocer y pagar la sanción moratoria establecida en el Decreto 797 de 1949.

Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal primero de la sentencia proferida el 20 de junio de 2017, en el sentido de DECLARAR que entre el señor JUAN DE JESÚS CASTAÑO SALAZAR y el MUNICIPIO DE PEREIRA existieron siete contratos de trabajo que se extendieron entre el 21 de abril de 2009 a 22 de noviembre de 2009, 24 de noviembre de 2009 a 29 de diciembre de 2009, 5 de octubre de 2010 a 31 de octubre de 2010, 11 de marzo de 2011 a 19 de noviembre de 2011, 2 de diciembre de 2011 a 30 de diciembre de 2011, 24 de enero de 2014 a 31 de diciembre de 2014 y 5 de febrero de 2015 a 30 de diciembre de 2015.

SEGUNDO. CONDENAR al MUNICIPIO DE PEREIRA a reconocer y pagar a favor del señor JUAN DE JESÚS CASTAÑO SALAZAR la suma de $6.186.166 por concepto de cesantías, vacaciones, primas de vacaciones y prima de navidad, causados en los dos últimos contratos de trabajo.

TERCERO. DECLARAR probada parcialmente la excepción de prescripción sobre todos los derechos causados con anterioridad al 20 de abril de 2013.

CUARTO. ADICIONAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, en el sentido de CONDENAR al MUNICIPIO DE PEREIRA a reconocer y pagar a favor del accionante por concepto de sanción moratoria del Decreto 797 de 1949, la suma diaria de $38.000 a partir del 1º de enero de 2016 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

QUINTO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Integrantes de la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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